Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:42). 


—Dado que no hay asuntos entrados, corresponde informar, en primer término, que ha llegado 
un trabajo aportado por la señora senadora Ayala vinculado a los delitos de abuso de funciones o 
contra la Administración pública, con un comparativo de las distintas normativas aludiendo a 
convenciones diversas y artículos establecidos en el derecho penal uruguayo. Se ha dispuesto que se 
reparta para que cada uno lo tenga como insumo de trabajo. 


En el orden del día de hoy figuran: «1) Carpeta n.* 784/2017. Abuso de funciones en casos no 
previstos especialmente por la ley. Se deroga el artículo 162 del Código Penal. Proyecto de ley con 
exposición de motivos presentado por las señoras senadoras Patricia Ayala, Ivonne Passada, Daniela 
Payssé y Daisy Tourné y los señores senadores Guillermo Besozzi, Leonardo de León, Daniel Garín, 
Rubén Martínez Huelmo, Rafael Michelini, Marcos Otheguy, Enrique Pintado y Jorge Saravia. 
(Distribuido n.* 1201/2017). 


2) Carpeta n.” 788/2017. Código del Proceso Penal. Se modifica la Ley n.” 19293, de 19 de 
diciembre de 2014. Proyecto de ley presentado por las señoras senadoras Patricia Ayala, Cecilia 
Eguiluz, Constanza Moreira y Daniela Payssé y los señores Carlos Camy, Rubén Martínez Huelmo y 
Rafael Michelini. (Distribuido n.* 1221/2017). 


3) Carpeta n.* 726/2016. Responsabilidad de arquitectos y constructores. Se modifica el 
artículo 1844 del Código Civil y se derogan los artículos 35 y 36 de la Ley n.* 1816, de 8 de julio de 
1885. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por los señores senadores del Frente 
Amplio. (Distribuido n.* 1072/2016). 


4) Carpeta n.* 623/2016. Estatuto de los funcionarios no fiscales de la Fiscalía General de la 
Nación. Aprobación. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. (Distribuido n.* 839/2016)». 


Se me ocurre que, teniendo en cuenta el material que ha aportado la señora senadora Ayala, 
vinculado directamente con el primer punto del orden del día, corresponde pasar al siguiente a efectos 
de tener un tiempo para analizar lo que se ha aportado. 


SEÑORA AYALA.- En realidad, el aporte que hicimos es algo que planteó el señor senador Michelini 
en la reunión anterior. Si se derogara el artículo 162 del Código Penal hay que ver bajo el amparo de 
qué normas quedamos para que todo siga marchando y tengamos la garantía de que en el caso de 
aquellas personas que cometieran algún delito o abuso en beneficio propio, nuestro código tiene 
figuras como para llevar adelante el procesamiento. El señor senador Heber también había planteado 
traer una redacción —fue lo que entendí— para ver la posibilidad de modificar en lugar de derogar el 
artículo. En eso habíamos quedado. 


Entendí que hoy íbamos a tomar una definición al respecto. Lo que traje no es nuevo, sino que 
ya lo conocemos; simplemente se pone de manifiesto cómo quedaríamos —no quedaríamos al desnudo 
con todo esto— si se derogara el artículo 162. Este material nos ayuda a visualizar que, más allá del 
artículo 19 a nivel internacional —que está previsto y demás-—, tenemos varias figuras más. Por lo tanto, 
estamos más cubiertos de lo que se precisa o se establece a nivel internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro el planteo de la señora senadora Ayala sobre el material 
aportado. 


SEÑOR MICHELINI.- En la última reunión se planteó que se votaba en general el proyecto de ley y 
esta semana se trataba en el Senado. Luego el señor senador Larrañaga me hizo una consulta y 


después realizó un planteamiento formal para que se discutiera en el Senado la primera semana de 
junio. Por lo que entendí, habíamos acordado que hoy se votaba o se elevaba la carpeta para que el 
Senado pudiera discutirlo el 6 de junio, porque el artículo es muy simple y ya recibimos a todas las 
delegaciones. Se nos pidió un plazo y luego otro. La bancada de Gobierno formalmente aceptó que el 
6 de junio se realizara la discusión en el Plenario. Incluso hubo una confusión pues se pensó que el 1." 
de junio era miércoles, pero como era jueves se pasó para la siguiente semana. La idea era que este 
tema no estuviera más en el ámbito de la comisión, es decir, que se votara o se elevara la carpeta al 
Senado. 


SEÑOR HEBER.- Es exactamente así como lo acaba de señalar el señor senador Michelini. Lo 
acordamos y así vamos a proceder, a no ser que haya decisión unánime de la comisión en otro 
sentido. Nos hemos comprometido a votarlo en la comisión hoy, pero no me queda claro si se tratará 
el 6 o el 7 de junio en el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo era que se lo considerara el martes 6 o el miércoles 7. 


SEÑOR HEBER.- Lo que planteó el señor senador Michelini es correcto, pero no me quedó clara la 
fecha porque quedó en manos de la presidenta, senadora Moreira, determinar si era el 6 o el 7 de junio 
que se presentaba en el Plenario debido a que algún integrante de la comisión no podía estar presente 
en alguna de esas fechas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, me aclara la secretaría que sería el 6 o el 7 de junio. 
SEÑOR HEBER.- Es lo que estoy diciendo: no quedó clara la fecha. 


Quiero terminar de hacer el razonamiento. Un día más a veces nos puede ayudar. Tiene 
razón la señora senadora Ayala en cuanto a que yo anuncié que estábamos trabajando en la 
posibilidad de presentar una alternativa a la simple derogación. Tenemos una propuesta de la Jutep 

—diferente a la nuestra— que no nos conforma; para muchos entendidos en la materia —sobre 
todo de nuestro partido— tendría los mismos efectos que la derogación. Sin embargo, hoy no estoy en 
condiciones de presentar una propuesta alternativa; la estamos buscando. Quizás surja algo de aquí al 
6, o si no cuando se trate en la Cámara de Representantes. Todavía no he terminado de hacer las 
consultas en el partido. Me falta hablar con actores importantes que de alguna manera tienen una 
posición manifestada públicamente con respecto a este proyecto de ley. 


Por otro lado, en consultas con diputados, me expresaron que esta era una situación bastante 
incómoda para ellos. Me explico. En la Cámara de Representantes están modificando el Código Penal. 
Ellos me pidieron, en nombre del Partido Nacional —aunque todavía, reitero, no terminé de hacer las 
consultas—, que esto se enmarque dentro del tratamiento del Código Penal. Ellos están por elevar este 
tema al Plenario —vienen trabajando desde hace mucho en este asunto— y esta norma que tenemos a 
consideración en el Senado está a contramano de lo que se está haciendo en la otra cámara. Esa fue 
la explicación que me dieron. Señalan que sería mejor —si es que hay que modificarlo- que viniera 
dentro de las modificaciones que ya se están trabajando y no que desde el Senado se considere 
anticipadamente una modificación al Código Penal. Hay consideraciones de carácter político. Los 
argumentos son que en el Partido Nacional se entiende que la generalidad de la figura del abuso de 
funciones es algo que se debe corregir, no derogar. Estamos preocupados porque esto puede ser 
tomado por la opinión pública como una suerte de sindicato de partidos políticos para proteger a unos y 
otros. Creemos que sería un muy mal mensaje del sistema político. [El adelantar este tratamiento 
puede ser tomado de esa manera, según lo que discutimos en el seno de nuestro partido. Por ello hoy 
traigo esa preocupación a la comisión. 


Coincidimos en que se debe corregir la generalidad y la amplitud del artículo 162. Como lo dije 
en otras sesiones, para nosotros es muy importante evitar una ley que, según la opinión pública, tenga 
nombre y apellido. Digo esto porque, lamentablemente, hay procesos en marcha y, entonces, cuando 
se habla de la derogación o de la modificación de este artículo, se mencionan los casos que de alguna 
manera están contemplados. Ocurrió en el pasado y sigue ocurriendo en la actualidad. Lo peor que 
podría hacer el sistema político es ir al plenario a hacer reproches de este tenor. 


Se trata de dos temas sobre los que la prensa ya me ha preguntado y he dicho que no 
queremos que esta ley tenga nombres y apellidos. Por eso me parece que una modificación es mejor 
que una derogación, pero todavía no he encontrado la fórmula como para que se eviten nombres y 
apellidos. No he encontrado la solución, aunque de aquí al día 6 quizás pueda conseguirla; de ser así, 
enseguida la daré. Sé que ya hay una decisión política y no quiero hacer una propuesta que sea 
interpretada como que pretendo dilatar el pronunciamiento. De no encontrar una solución, quizás el 
planteo se haga en la Cámara de Representantes. 


Ahora bien, insisto en algo que me encomendó la bancada, es decir, la necesidad de unificar 
criterios y que este tema sea tratado en oportunidad de analizarse el Código Penal, y no en forma 
adelantada. No digo que sea la intención, pero lo cierto es que se genera una atención especial para el 
delito porque lo estamos tratando antes que las modificaciones del Código Penal; esto genera las 
suspicacias que luego la prensa maneja. Es algo muy difícil de rebatir, a tal punto que frente a nuevas 
denuncias la prensa nos ha preguntado —y lo hemos negado porque no lo sabemos-— si se trata de 
evitar futuros procesamientos. ¡Fíjense hasta dónde llega la opinión pública reflejada en las preguntas 
de la prensa! 


Creo que estamos analizando un tema en el que no solamente tenemos que ser 
transparentes sino demostrarlo, para que no parezca que pretendemos revertir lo que son decisiones 
del Poder Judicial. Esa es nuestra preocupación y por eso, sabiendo que ya hay voluntad política, 
proponemos —es mi obligación hacerlo- que este tema sea tratado junto con el Código Penal y que 
vengan las normas tal como llegan todas. Esta es la propuesta, pero me gustaría que supieran que no 
hay un afán dilatorio. Hay una argumentación, una razón para pedir que esto se trate junto con el 
Código Penal. Existen razones técnicas, de instrumentación, y hay una razón política para solicitar que 
estas modificaciones que tienen que ver con el Código Penal se analicen junto con todas las demás y 
no en forma especial. De hacerlo así se generaría una especial atención y una suerte de suspicacia 
porque parecería que aquí se está actuando en función de apuros que, en realidad, nuestro partido no 
tiene. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría mencionar tres aspectos. 


En primer lugar, hay algo que ya he dicho en más de una oportunidad. Lamentablemente, 
cuando el expresidente y exsenador Julio María Sanguinetti presentó su propuesta, me pregunté si era 
oportuno, pero no si era algo justo. Cuando uno se hace la segunda pregunta y se responde que no es 
justo que este delito se encuentre en nuestra normativa y que haya gente encausada por ello, 
naturalmente el problema de la oportunidad pasa a un segundo plano. 


Ya he contado un anécdota —que también compartí con el señor senador Heber- que refiere a 
un petitorio “hace muchos años de esto- que tenía que ver con una mujer a la que condenaban a la 
pena de muerte por lapidación, por adulterio. Cuando se mandó el petitorio con la firma de figuras 
políticas, del arte y demás de todo el mundo —donde figuraba mi nombre—, la contestación del 
presidente o dictador de turno —no lo recuerdo; estuve buscando la petición, pero no la encontré— fue 
que era una muy buena iniciativa y que hasta podía estar de acuerdo con los peticionantes —en este 
caso, nosotros, los que firmamos—, pero como había juicios en curso, la derogación de esa norma iba a 
ser con nombre y apellido. 


Eso ocurre cuando se modifica el Código Penal, no hay otra forma; pasó cuando la tenencia 
de moneda extranjera dejó de ser ilegal y pasó a ser legal. A nadie se le ocurriría hoy juzgar a alguien 
por tener USD 100; sin embargo, eso sucedía en Uruguay. Lo que quiero decir, con la primera 
constancia, es que cuando uno empieza por preguntarse si algo es justo o injusto, los tiempos son 
otros, sin desconocer el lado político que tiene este tema; acá todos somos políticos. 


La segunda constancia es que el Código Penal va a llevar un mes más -—con suerte— en la 
Cámara de Representantes y, después, fácilmente un año en el Senado. Los plazos que nos hemos 
propuesto para que el Senado evalúe esto son mucho más breves. Se puede estar a favor o en contra, 
pero está claro que el estudio de esta normativa no lleva mucho tiempo. Además, las cátedras pasaron 
por la comisión y fueron clarísimas: están en contra de esta normativa. Por lo tanto, esa posibilidad de 


tratarlo en conjunto con las restantes modificaciones del Código Penal no es la que creemos más 
conveniente. 


La tercera constancia, señor presidente, para no generar una discusión —que la tenemos con 
mucho convencimiento y que en su oportunidad expondremos en sala con varios argumentos-—, es que 
ahora ese debate podría obligar a algunos integrantes de la comisión -que de buena fe nos pidieron 
plazo para estudiar el tema— a consolidar una posición, que podría llegar a ser la misma. Entonces, lo 
que tendríamos que hacer es elevar la carpeta al Senado y no pedir el pronunciamiento de nadie hoy; 
en todo caso, se podría nombrar al miembro informante. Si un día más ayuda, como dijo el señor 
senador Heber, acordamos hablar con nuestros coordinadores para que la sesión del Plenario sea el 
miércoles 7, y si de acá a ese día aparece alguna circunstancia, la vamos a evaluar. Hasta ahora, 
según todos los planteos realizados —salvo el de incluir esta derogación dentro de las modificaciones al 
Código Penal, cuyo estudio para nosotros va a insumir un año y medio-—, se trata de una norma con la 
que en general nadie está de acuerdo: unos pensamos en derogarla y otros en actuar de otra forma. 
Por lo tanto, lo ideal sería —en los plazos que nos hemos puesto y nos han pedido: hasta la primera 
semana de junio— no obligar a nadie a abrir opinión. A esos efectos lo mejor es elevar la carpeta, 
nombrar al miembro informante, sacarla de esta comisión —que ya mucho no puede hacer-—, no 
adelantar el debate porque congelaría las posiciones y esperar hasta el miércoles 7 de junio. 


SEÑOR HEBER.- En lo que respecta a la fecha, reitero que a nosotros nos viene mejor el miércoles 7, 
pero no tenemos ningún inconveniente en que sea el martes 6; estamos tranquilos de que hemos 
cumplido con los acuerdos que hicimos para tratarlo en los primeros días de junio. 


En cuanto al planteo que varios diputados de nuestro partido nos han pedido que hiciéramos, 
me importaría llegar a una instancia en la que me dijeran que no están de acuerdo, en base a los 
argumentos que esgrime el señor senador Michelini —que pueden ser compartidos o no—, pero que 
hubiera una decisión y que nos dijeran que no están dispuestos porque el tema va a llevar un año y 
meses, y se lo quiere tratar ahora. Si es así, bien, pero quiero dejar constancia de que hice el planteo 
en nombre de mis compañeros diputados y no fue aceptado. 


Con respecto a la propuesta del señor senador Michelini de elevar la carpeta, estamos 
procurando tener una alternativa aunque ya tenemos una posición firme en contra de la derogación y 
nos gustaría poder expresarla mediante el voto, sin perjuicio de que mañana podamos cambiarla en 
función de que aparezca una opción diferente. En eso estamos trabajando, en buscar una alternativa, 
porque nos parece que el delito en general no está bien. 


Entonces, pediríamos que se elevara la carpeta para su consideración y nosotros dejamos 
esta constancia, que no congela situaciones, pero sí una posición que tengo que comunicar: en nuestro 
partido no hay ninguna opinión mayoritaria a favor de la derogación; por el contrario, en la mayoría de 
los casos se me ha dicho que se está en contra de la derogación. Creo que podremos construir una 
mayoría si encontramos una definición para la figura «abuso de funciones». Quizás la planilla que 
plantea la señora senadora Ayala pueda ayudarnos; las planillas siempre son buenas herramientas, yo 
soy muy partidario de ellas y me gusta mirarlas —además veo que la tiene impresa en colores— porque 
tengo una mejor visualización de las situaciones. Entonces, me gustaría que se repartiera porque nos 
podría ayudar al trabajo interno que tenemos en mi partido. Actualmente hay una mayoría muy clara en 
cuanto a no acompañar la derogación pero sí a continuar trabajando hasta el día martes 6 o presentar 
una alternativa en la Cámara de Representantes que aún no hemos encontrado. 


SEÑOR MIERES.- Con respecto a este punto tenemos una posición definida. 


No vamos a acompañar una derogación ni tampoco una modificación si no es en el marco de 
una discusión general sobre el Código Penal. Entendemos que esta manera de discutir sobre un tema 
tan sensible es profundamente equivocada. No tenemos ningún problema ni vamos a pedir plazos 
porque ya tenemos una posición definida en el partido, pero queremos dejar sentado que para nosotros 
esta es una pésima señal hacia la opinión pública, en particular en este momento. Creo que lo que la 
gente está esperando es justamente lo contrario; está esperando normas más autoexigentes, más 
garantistas de la transparencia, que ejerzan mayor control sobre la gestión de los administradores 
públicos. Y esta señal va en el sentido radicalmente opuesto, puesto que más allá de las posiciones 


técnicas de la academia, se está aprobando eliminar un delito del elenco de delitos contra la 
Administración pública que hoy existe. No es un problema de oportunidad, sino de lógica penal, y 
derogar delitos de a uno es una pésima lógica. 


Tampoco estamos para votar una alternativa, una propuesta de corrección de la definición del 
tipo delictivo, si no es en el marco de una consideración conjunta de los delitos contra la Administración 
pública, lo que está ocurriendo en el proceso de la discusión del Código Penal. 


Ciertamente, creo que el proyecto de ley se puede votar el 6, el 7 de junio, o cuando sea; 
nosotros no vamos a modificar nuestra posición. Elevar la iniciativa al Plenario implica necesariamente 
que hay que votarlo y, por lo tanto, vamos a pedir que así se proceda, porque elevarlo sin votarlo 
significa que todos estamos de acuerdo, y eso no es así. Si en la comisión hay acuerdo para elevarlo al 
Plenario, queremos dejar claro por la vía de la votación que estamos en contra de esta iniciativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Los proyectos de ley no siempre se votan. A veces algún sector plantea que su 
posición no está definida —no es el caso del señor senador Mieres, pero sí el del Partido Nacional, que 
pidió hasta junio para resolver algunos aspectos— y lo que se hace es elevar la carpeta informando que 
el tratamiento del tema se terminó en comisión y que se está en condiciones de dar la discusión en el 
Senado. Si las posiciones están claras, no hay ningún problema, pero insisto —no lo digo por este caso, 
sino por lo que ha sido la práctica habitual-: cuando todos tenemos una posición —no hablo de los 
partidos, sino de los integrantes de la comisión—, se vota, y cuando algunos creen que el tratamiento en 
comisión está agotado y hay reflexiones para hacer en las diferentes bancadas, a veces para no 
congelar las posiciones se eleva la carpeta al Senado. E insisto: no necesariamente se está de 
acuerdo con el fondo. Así ha ocurrido un sinfín de veces. 


SEÑOR MIERES.- A nadie se le oculta que para que un proyecto de ley llegue a consideración del 
Plenario debe tener la firma de los integrantes de la comisión, quienes deben manifestar si están a 
favor o en contra; no hay otra posibilidad. Por lo tanto, es claro que para que sea elevado al Senado es 
necesario que se vote en comisión. Entiendo que simplemente elevarlo significaría dar una aprobación 
tácita con la que no estamos de acuerdo. Lamento la celeridad con que se ha trabajado en el sentido 
de votarlo; un año y algo más no haría mayor diferencia, si ese es más o menos el tiempo necesario 
para aprobar el Código Penal. 


Creo que hay una evaluación muy equivocada del termómetro de la ciudadanía y la imagen de 
lo que está pasando a nivel regional con la evaluación de la gestión pública, de los actores. Señales 
como esta van en el sentido inverso de otras cosas que en el Senado estamos haciendo bien, como 
por ejemplo, considerar y aprobar normas de financiamiento partidario en el sentido de autoexigirnos y 
controlarnos más, y de que haya mayor transparencia. Esas son las señales que la gente espera, pero 
esto va en sentido inverso. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero dejar una constancia. Ojalá se concreten los planteos que se están 
haciendo sobre la eventualidad de que en un año, o un año y medio, podamos contar con un Código 
Penal aggiornado, actualizado. Lamentablemente, tengo que decir —y por eso pedí la palabra— que soy 
totalmente pesimista, a no ser que pueda recibir algunas señales que me indiquen lo contrario. 


Nosotros venimos de un proceso que se inició con la creación de una comisión, a partir de la 
ley de humanización del sistema carcelario, cuyos resultados fracasaron con total éxito porque no 
tuvieron la acogida en el sistema político que permitiera seguir trabajando en la dirección de esa 
comisión que había laudado determinadas pautas de modificación del Código Penal. 


En la legislatura pasada la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Diputados hizo un esfuerzo de modificación del Código Penal que se 
transformó en una especie de híbrido que no recogió la mayoría, inclusive, de los acuerdos que 
oportunamente se habían llegado a alcanzar sobre algunas materias y capítulos del propio Código. 
Empezamos esta nueva legislatura y, la verdad creo que cada uno de nosotros tenemos 
compañeras, compañeros y colegas de nuestro partido en la Cámara de Diputados—, a no ser que 
ustedes tengan información diferente a la que tengo yo, el tema está avanzando a un ritmo de impulso 
y freno. Hay momentos en los que parece que un capítulo tiene un acuerdo importante, pero después 


se dilata o se frena. En este sentido, quiero decir que soy naturalmente optimista en cuestiones 
generales de la vida, pero no lo soy con respecto a este tema. ¡Ojalá me equivoque, porque yo quiero 
tener un Código Penal actualizado, moderno y no vetusto y arcaico como el que tenemos ahora! Esto 
lo estamos percibiendo en muchas de las cuestiones que estamos tratando también separadas de esa 
gran modificación del Código como fue, por ejemplo, el tema del abigeato, sobre el que también 
podríamos haber dicho: «Si se está trabajando en la modificación del Código Penal, esperemos y no 
avancemos porque, la verdad, traer esto ahora está desarticulando y desarmonizando el trabajo en 
equipo». Sin embargo lo hicimos, así como también con el proyecto de femicidio, porque asumimos 
una responsabilidad política de que no podíamos seguir esperando. Esto se puede transformar en algo 
complejo, como dice el refrán: «Palos porque bogas, palos porque no bogas». Es decir que yo no hago 
nada acá porque estoy esperando allá, y allá la cosa se dilata porque aprobamos todo o no aprobamos 
nada. Pero la vida continúa; es más rica de lo que pretendemos, y nosotros tenemos 
responsabilidades. 


Yo no tengo certeza de que en un año o año y medio tengamos un nuevo Código Penal. ¡Ojalá 
lo tengamos! Y si dentro de un año y medio lo tenemos yo voy a ser la primera en decir: «¡Me 
equivoqué! Mi optimismo natural, en este caso, falló a la cita; en realidad, se equivocó». Pero por ahora 
no puedo decir eso. En función de que hay algunos temas como este, que tiene grandes connotaciones 
políticas, nunca existe el momento ideal para tratarlos; eso también lo sabemos todos. De lo contrario, 
esta iniciativa no estaría, teniendo en cuenta la época en que se empezó a tratar, además, con 
asesoramientos académicos favorables a su derogación. Si tuviera que definir el momento ideal para 
tratar este tema diría que es nunca. Ahora bien, si el momento político es nunca, tampoco puedo no 
hacerme cargo de que en el Código Penal hay una tipificación de un delito abierto, que habla de 
cualquier acto arbitrario pero no lo define y hace que se sigan cometiendo injusticias o sentencias que, 
de repente, no cuentan con la exactitud que debieran tener en función de que la tipificación, como se 
dijo acá, es abierta, no es clara, etcétera. 


Es evidente que estamos en una disyuntiva: en esta comisión no escuché ninguna opinión 
favorable a mantener el artículo 162; no hay defensores de este artículo. Lo que hay son posiciones 
políticas de cuál es el mejor momento y cuál sería la mejor solución. Una es la derogación y, la otra, la 
eventualidad de un texto alternativo que, por supuesto, no repita la deficiencia que tiene este. Por eso 
el texto que plantea la Jutep prácticamente no solucionaría esa eventualidad que plantean ellos 
mismos. El momento de tomar las decisiones, reitero, va a ser nunca. 


El señor senador Heber había planteado dos opciones: la eventualidad de un texto alternativo 
para el 6 o el 7 de junio, pero después también hizo referencia a la postura de los diputados, que 
prefieren que se incorpore el texto, la derogación o lo que fuere en el paquete de modificaciones al 
Código Penal. Se abren dos caminos encontrados y diferentes. Creo que hay que tomar decisiones 
políticas y hacerse cargo de ellas. 


Los institutos de derecho penal de todas las universidades coincidieron en rechazar el artículo 
tal como está enunciado y se pronunciaron a favor de la derogación. A mí el sustento técnico me 
resulta importante y no creo que queden demasiados caminos. Aunque no voy a hacer una propuesta 
institucional ni de bancada, quiero que quede constancia de que podemos fijar como plazo la próxima 
sesión de la comisión para ver si queda listo el texto sobre el que el señor senador Heber dice que 
están trabajando y buscando una solución —y no tengo por qué pensar otra cosa—, pero eso tampoco 
impediría que el proyecto de ley ingresara al Senado el 6 o el 7 de junio. Esta alternativa no cambia la 
definición final en el Plenario; tampoco es una postura de bancada ni acordada con los compañeros 
sino un pensamiento en voz alta que se fundamenta en que estamos ante la posibilidad de alcanzar un 
texto —no sé si se logrará o no- que no cambia el cronograma de votación que ya se estableció —y 
mantengo ese acuerdo- para el día 6 o 7 de junio. 


SEÑORA EGUILUZ.- Para nosotros este ha sido un tema muy complejo. Hemos escuchado con 
mucha atención a los representantes de la doctrina y los técnicos fueron contundentes en cuanto a que 
la redacción del artículo es muy laxa y en que es necesario mejorarla, mientras que otros entendieron 
que lo mejor era derogarlo. También me parecieron muy importantes las posturas que sostuvieron el 
fiscal de corte —que dividió el tema entre lo técnico y lo político, aunque no se manifiesta sobre lo 
político porque entiende que el criterio de oportunidad no era de su competencia—, la Jutep y los 
magistrados, que tratan estos temas a diario, quienes plantearon opciones. De hecho, la Jutep envió 


una propuesta por escrito que, desde nuestro punto de vista, amerita un análisis más profundo y que 
tiene efectos jurídicos similares a la derogación. Por lo tanto, estamos ante un tema muy complejo. 


Quiero dejar constancia de que, al igual que el señor senador Mieres, entendemos que la 
votación se tiene que hacer. Mi partido va a votar en contra de la derogación del artículo 162. Cuando 
se discute el criterio de oportunidad no entendemos cuál es la urgencia de votar inmediatamente. Se 
hizo mención en esta sala, por parte de varios actores —algo que nos pareció muy importante—, a las 
deficiencias que tiene el sistema en cuanto al combate a la corrupción. Y eso no lo decimos nosotros, 
sino los propios actores que trabajan en el tema. También expresaron su preocupación en cuanto a las 
ratificaciones internacionales que ha hecho este mismo Parlamento y que, en definitiva, con el artículo 
162 de alguna manera quedábamos con una cobertura a nivel penal en ese contexto. 


Por lo tanto, según lo expresado por todos estos actores, entendemos que el tema debería 
seguir en carpeta o, si vamos a pasar a una votarlo, definitivamente hacerlo en forma negativa porque 
no entendemos cuál es la urgencia. Creemos que esto tiene que ser parte de un sistema integral de 
prevención y anticorrupción y, ahí sí, analizado como un sistema. No quiero comparar con otros delitos, 
pero hoy se mencionó que votamos en forma separada el proyecto de femicidio, pero eso se hizo en 
circunstancias en que estábamos agravando una pena cuando teníamos ocho muertes en menos de 
dos meses. En este caso estamos frente a un contexto regional y nacional en el que la gente nos está 
pidiendo, de alguna manera, que tengamos más medidas anticorrupción y, en cambio, estamos 
derogando un delito. Entonces, me parece que el mensaje y el argumento son exactamente 
contradictorios. 


Por consiguiente, el mensaje del sistema político no es bueno al aprobar la derogación del 
delito de abuso de funciones. Seguramente se darán argumentos en sala, pero vamos a votar en 
contra de su derogación. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que deberíamos votar y, si se encuentran alternativas de aquí al día 7, en 
buena hora. 


Quiero dejar una constancia. Es muy importante que los políticos escuchemos a la 
gente, pero siempre hay que lograr un equilibrio en las decisiones propias que tomamos cada uno de 
nosotros; de lo contrario, no actuaríamos y estaríamos siempre con las encuestas. Yo me siento en 
falta porque si lo hubiéramos hecho cuando el exsenador Sanguinettí lo planteó, seguramente el 
nombre de algunas personas no se hubiera mancillado con un delito que no solo toda la cátedra dice 
que no debe existir, sino que cuando en la legislatura pasada se iba a aprobar el Código Penal en la 
comisión de la Cámara de Representantes, ese delito ya no figuraba. Entonces, no tengo ningún 
problema en poner la cara porque creo que acá hay una causa justa. Las señales anticorrupción hay 
que darlas en todo el espinel siendo justos. Uno puede perder en el Senado o en la Cámara de 
Representantes, puede no tener los votos, pero si en el futuro, por un tema de oportunidad, de que la 
gente no espera esto, uno no actúa de acuerdo a su criterio hay personas procesadas por un delito que 
no debería existir, no estaría cumpliendo con la primera de las obligaciones, que es legislar para ser 
justos. Y eso es lo que estoy tratando de hacer. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Quiero hacer una aclaración. El objetivo de quienes presentamos este 
proyecto de ley no es materializar la apertura de ningún caso, ni del pasado inmediato ni del pasado 
más lejano. Por eso es de recibo lo que expresa el señor senador Heber en cuanto a que nosotros no 
vendríamos aquí a hablar —no es nuestra intención porque es un asunto técnico- sobre los 
antecedentes de todos aquellos a quienes les ha tocado ser procesados por este artículo. Coincido con 
la señora senadora Payssé en cuanto a en qué momento se determina, cuál es el instante que debe 
considerar el Parlamento al abordar un proyecto de ley. No existe eso. 


Quiero decir, señor presidente, que hemos estudiado este asunto y no hay posibilidad alguna 
de una alternativa más que la derogación. Por eso vamos a votarlo. Todo lo que nos dijeron los 
representantes de la Jutep y aún otros actores sobre que es posible, en base al texto del artículo 162, 
buscar la forma de hacerlo menos abierto, está justificando que así como está es una profunda 
inconstitucionalidad. Pienso que este artículo ataca al artículo 1.* del Código Penal, que establece que 
es delito toda acción u omisión expresamente prevista por la ley penal y que para que esta se 


considere tal debe contener una norma y una sanción. Sin embargo, el artículo 162, tal como se 
ha indicado por parte de la academia, es un cajón de sastre. 


Por tanto, este es un tema técnico. Acá no vamos a venir a hablar de las páginas de los 
diarios. Se podrá discutir ahora o dentro de cien años, pero el problema seguirá ahí. Es profundamente 
inconstitucional, no porque la Suprema Corte de Justicia lo haya manifestado en dos sentencias; no, 
porque esas dos sentencias están referidas a la eventual violación del artículo 10 de la Constitución. 
Acá lo que no se ha dicho, y lo abordó la Asociación de Magistrados del Uruguay —que son quienes 
aplican la ley—, es que este artículo, tal como está, subroga al legislador. Por eso es inconstitucional. 


El doctor Reyes, integrante de la Asociación de Magistrados dijo: «Creo que tiene que ver un 
poco con la pregunta que hizo el señor senador Michelini. En esos términos se puede hablar de que el 
juez está actuando como legislador en la medida en que está completando o complementando el tipo 
con su propia visión o cosmovisión, pero tiene que justificarla». 


Es decir, señor presidente, el juez subroga al legislador. Esto es lo que se discute, esta es la 
sustancia del tema, no hay otra. ¿Que me digan que en la Cámara de Representantes van a ponerse 
de acuerdo en un texto? Lo valoro, pero desde ya, como la señora senador Payssé, digo que no hay 
posibilidad ninguna, porque el artículo 162 es de una apertura tal que se puede ir preso por cualquier 
cosa. Se lo tendremos que decir a la gente. Acá estoy para legislar. ¿Pasa el proyecto de ley? Tire y 
pegue. No hay otra. 


Ahora bien, si nos vamos a guiar por lo que publican los diarios, por la opinión pública, 
entonces veremos qué opinamos cuando ingrese el proyecto sobre lavado de activos, que está en la 
comisión que estudia el tema de los papeles de Panamá. Porque hay muchos escritorios que asesoran 
sobre lavado de activos, hay muchos escritorios que asesoran sobre Panamá papers y sobre offshores. 
¿Y? ¡Y hay delitos tremendos! No digo que vayamos ingresar en una polémica, pero en la comisión 
hemos recibido a agentes que trabajan en el rubro, para plantear el tema de las prerrogativas de la 
DGI. Ya hemos tenido discusiones sobre este tema en el pasado. Por tanto, sobre esos delitos también 
hablaremos. 


No pretendo irme por las ramas, pero vuelvo a decir: no hay arreglo con el artículo 162. La 
sustancia es esa: una profunda inconstitucionalidad, porque no determina lo que establece el artículo 
1.? del Código Penal. 


Por esa razón, señor presidente, estamos dispuestos a votar afirmativamente la derogación. 
Por supuesto que nos someteremos a lo que considere nuestra bancada en cuanto al compás de 
espera, si es el 6 o el 7, etcétera, elementos todos, a mi modo de ver, que no son sustanciales. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo único. 
(Se lee). 


«Artículo único.- Derógase el artículo 162 del Código Penal (Abuso de funciones en caso no 
previstos especialmente por la ley)». 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 


5 en 9. Afirmativa. 


Corresponde designar miembro informante. La señora senadora Payssé propone al señor 
senador Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

8 en 9. Afirmativa. 

Consulto a los señores senadores si continuamos con el segundo punto del orden del día. 


SEÑOR MICHELINI.- El 16 de julio entra en vigencia el Código del Proceso Penal. La Suprema Corte 
de Justicia ha presentado una serie de correcciones. El fiscal de corte remitió algunas correcciones a 
las que, en su momento, les dimos estado parlamentario. Después también se presentaron otras tantas 
a las que íbamos a darles estado parlamentario, pero el señor senador Mieres pidió que se hicieran los 
comparativos correspondientes, pero que no se les diera estado parlamentario. De todas formas, el 
Código ya lo tenía por la primera carta que mandó el fiscal de corte. Ahora se nos ha hecho el repartido 
y los fiscales, a través del fiscal Zubía, en todo lugar que pueden hablan de una postergación del plazo. 


Creo que todos estamos contestes en que la postergación sería la última de las medidas, que 
primero tenemos que evaluar si vamos a modificar algo y, si lo hacemos, qué entidad tiene. A modo 
personal adelanto que si todo eso ocurriera, yo solo votaría una postergación si acá nos juramos y nos 
perjuramos que es cuestión de semanas o meses, que es la última postergación y se acabó. Todo esto 
sería si tuvieran entidad las modificaciones, pero antes de eso, señor presidente, tenemos que 
evaluarlas a velocidad de la luz. Creo que esto fue algo en lo que estuvieron de acuerdo de todos los 
partidos y deberíamos aspirar a que, si se modifica, sea con cierto consenso; si las modificaciones son 
de entidad, que también tengan un respaldo importante. Además, si tuviéramos que alterar la fecha, 
que eso se haga con un gran respaldo porque se trata de una cuestión de sentido común dado que 
esos tres o cuatro artículos merecen una modificación. 


Yo creo que, si vamos a modificar algo —porque esas modificaciones tienen entidad-—, 
tenemos que hacer un plan de trabajo rápido para que entremos a junio con el camino despejado, 
aunque después veamos el detalle, incluso si tocamos el plazo. Por tanto, señor presidente, hay que 
encontrar un mecanismo por el que rápidamente despejemos esta circunstancia. De no ser así, vamos 
a generar una incertidumbre y algunos actores van a dar por hecho que el plazo se modifica, cuando 
pienso que todos estamos afines a intentar que esa sea la última opción y no la primera. 


Entonces, me parece que deberíamos dedicar bastantes horas a mirar esto y, si es posible, el 
próximo martes traigamos una definición en esta comisión, incluso si tenemos que trabajar de mañana 
y de tarde, ya que me parece que ese día no va a haber sesión del Senado. 


Era cuanto quería decir, señor presidente. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: en línea convergente con lo planteado por el señor senador 
Michelini, agregaré algunos elementos más. 


En un acuerdo entre el Poder Ejecutivo y todos los partidos políticos —en realidad no sé si 
Unidad Popular dio el ok en el acuerdo realizado en la Torre Ejecutiva , pero básicamente fue entre los 
partidos políticos que integran el Senado- se decidió que la entrada en vigencia del Código del 
Proceso Penal sería en julio de este año. Inmediatamente de haber alcanzado ese acuerdo que 
significaba la entrada en vigencia con la opinión favorable del Fiscal de Corte y también de la Suprema 
Corte de Justicia, acordamos comenzar a trabajar en el ámbito político del Senado las modificaciones 
necesarias para que no tuviera dificultades de aplicación, y trabajamos exhaustivamente en esa 
dirección. Luego, como cuando hay que aplicar un código pueden surgir nuevas aspectos a acordar, 
llegamos a la conclusión —hay un proyecto de ley al que dimos ingreso con la firma de varios señores 
senadores- de las cosas que considerábamos que eran imperiosas o imprescindibles. En este 
momento recuerdo dos: la libertad condicional y la posibilidad de que se genere un problema de 


inequidad o de falta de garantías para los adolescentes de contar con un sistema inquisitorio y no 
acusatorio, que es más garantista; en ese sentido, decidimos trabajar en esas dos direcciones. Estas 
eran las razones más fuertes que nos motivaban a apresurar un poco el tranco en un proyecto de ley 
que tiene pocos artículos que estábamos dispuesto a analizar. 


La semana pasada recibimos un anteproyecto de ley —se trata de un anteproyecto de ley 
porque no tiene la firma del Poder Ejecutivo ni de los señores legisladores— con 98 artículos. Nosotros 
todavía no hemos discutido en la bancada la pertinencia o no de esos 98 artículos porque lo recibimos 
en la comisión y oportunamente los analizaremos. Quiero decir que yo los analicé, no con toda la 
profundidad con que uno puede hacer un análisis cuando se nutre de la opinión de los otros integrantes 
de la comisión, pero sí lo hice, y debo decir que en esa propuesta hay cosas que son razonablemente 
alineadas a las necesidades imperiosas, hay otras que no las comparto, y otras que considero 
innecesarias y superabundantes para el comienzo de esta tarea, lo que no quiere decir que yo sea la 
dueña de la verdad. 


En este anteproyecto de ley hay innovaciones que van en contra de algunos aspectos que ya 
habían sido discutidos y acordados; entonces, es como volver a empezar. Yo creo que nosotros nos 
merecemos un debate —tal vez sin versión taquigráfica—, en el que nos pongamos de acuerdo por qué 
sería necesario volver sobre nuestros pasos cuando tuvimos debates que fueron laudados por 
unanimidad de la comisión. Me parece que no es bueno tener que ponernos a analizar 98 artículos, 
más algunos otros aspectos que pueden surgir vinculados al sistema adolescente. No comparto que 
haya normas del sistema adolescente en el Código del Proceso Penal; sin embargo, en estos 98 
artículos aparecen normas vinculadas a adolescentes entreveradas con normas que no son para ellos. 
Las normas de los adolescentes, a mi juicio —y quiero dejar constancia de esto en la versión 
taquigráfica—, tienen que ver con modificaciones del Código de la Niñez y la Adolescencia y no hay que 
incluirlas en un código de adultos porque, de esa manera, estaríamos contraviniendo toda la lógica 
legislativa, la lógica de derecho y la lógica de lo que significa la materia penal de adolescentes con 
respecto a la materia penal de adultos. Es más; aquí se habla de imputabilidad de una manera 
desacertada y, por lo menos, la quiero discutir. 


Entonces, en resumidas cuentas, señor presidente, creo que la responsabilidad que tenemos 
y que asumimos para que el código entre en vigencia en la fecha que está acordada tiene otro actor 
que aquí no está, que es el Poder Ejecutivo. Por lo tanto, estoy pidiendo la postergación del tratamiento 
de este anteproyecto de ley porque no estoy en condiciones de dar ese carácter a algo que creo tiene 
las connotaciones que ya dije anteriormente, es decir, cosas que no son necesarias, que contravienen 
lo ya acordado y que están, a mi juicio, mal enunciadas porque eso derivaría en un debate extenso. 
Estamos hablando de 98 artículos más algunas modificaciones que presentamos y que, de repente, 
hay que incorporar o matizar. 


Por esto creo que estamos ante un problema y una responsabilidad; ante un desafío, diría. Lo 
que estoy planteando, señor presidente, es que en la reunión del próximo martes 30 podamos tener 
algunos elementos más que nos ayuden a asumir esta responsabilidad porque creo que no está bueno 
empezar a aplicar un código del proceso penal al vaivén de los anteproyectos que circulan y aparecen. 


Eso era lo que quería decir. 


SEÑOR MIERES.- Quedamos muy sorprendidos porque analizamos lo que nos hizo llegar la bancada 
del partido de Gobierno que, a su vez, era un anteproyecto presentado por la Fiscalía de Corte al 
Ministerio de Educación y Cultura y que la ministra trasladó, precisamente, a la bancada de Gobierno. 
O sea que no hubo impulso del Poder Ejecutivo en cuanto a este anteproyecto de ley y, a su vez, 
también suministramos lo que era la posición de la Suprema Corte de Justicia, que presentaba algunas 
modificaciones normativas para incorporar. Por eso pedimos el comparativo y la sorpresa es muy 
grande porque me parece que hay una diferencia no solo cuantitativa sino también cualitativa entre el 
documento de la Suprema Corte de Justicia y el de la fiscalía. El documento de la Suprema Corte de 
Justicia, que coincide parcialmente con el de la fiscalía, incorpora algunas modificaciones ineludibles 
que son requeridas para la puesta en práctica del Código del Proceso Penal, particularmente, la 
derogación del régimen de libertad condicional. Hay algunas concordancias que no están en el 
proyecto de la Suprema Corte de Justicia y que sí están en el de Fiscalía de Corte, por lo que habría 


que corregir normas pero exclusivamente a los efectos de que no queden rastros del instituto de la 
libertad condicional en otros artículos. 


Por su parte, hay algunas normas que son imprescindibles y que tienen que ver con 
determinar con claridad qué proceso penal se le aplica a cada quien y qué competencias de territorio 
se establecerán para los distintos juzgados. 


Hasta ahí van las coincidencias y creo que, razonablemente y en los tiempos que tenemos 
por delante, eso es compatible con la mantención del plazo de entrada en vigencia del Código del 
Proceso Penal. 


Después, como ha dicho la señora senadora Payssé, el proyecto que envió el fiscal de Corte 
es de una extensión sorprendente porque, además, uno se pregunta por qué no fue planteado en su 
momento. El año pasado discutimos y modificamos el Código del Proceso Penal en muchos aspectos 
y aquí hay nuevas modificaciones a ese código y algunas de ellas, incluso, modificarían el equilibrio en 
la distribución de roles entre el juez y el fiscal, otorgándole aún más facultades a la fiscalía y, digamos, 
amputando competencias de los jueces en el proceso penal. 


Esto me parece una cosa muy gorda que no se puede discutir así, fácilmente, después de 
haber dado toda la discusión de un Código del Proceso Penal en la que la Fiscalía de Corte fue un 
actor primordial. Entonces, uno no entiende por qué estas cosas aparecen ahora. 


Además, la propuesta de la Fiscalía de Corte modifica otras leyes: la de Procedimiento 
Policial, la Ley Orgánica Policial, la Ley Orgánica de la Fiscalía que acabamos de aprobar y el Código 
del Proceso Penal, así como una extensísima modificación del Código de la Niñez y la Adolescencia, 
que merece una adecuación pero que puede hacerse perfectamente una vez que haya entrado en 
vigor el Código del Proceso Penal. Es decir, hay que aplicar la misma lógica de procedimiento 
infraccional adolescente, pero es un proyecto de ley distinto, separado. 


Entonces, en mi opinión, es obvio que la semana que viene tendremos que analizarlo y 
resolverlo. Nuestra postura es aprobar las normas indispensables que tienen que ver básicamente con 
el proyecto de ley que redactó la Suprema Corte de Justicia más algunos agregados muy puntuales de 
concordancias que agrega el proyecto de la Fiscalía de Corte. Otra vez, las señales que se dan de 
postergar una y otra vez son muy malas, es como eterno este asunto. En el acuerdo multipartidario 
entre los partidos y el Poder Ejecutivo el año pasado se fijó una fecha en consulta con los actores del 
proceso, es decir, la Suprema Corte de Justicia y la Fiscalía de Corte. Quedó claro desde el comienzo, 
cuando votamos las modificaciones al Código del Proceso Penal a fines del año pasado, que nos 
quedaba pendiente el problema de la libertad condicional. Reitero que eso quedó claro y fue expreso 
qué es lo que hay que corregir. Y está bien si, además, hay que corregir normas que tienen que ver con 
las competencias y con qué hacemos con un proceso en marcha si se le aplican las nuevas normas o 
no. Hay que resolver esos puntos y está bien que así sea. 


Ahora bien, todo lo demás es harina de otro costal que creo que habrá que analizar con 
posterioridad. 


La pregunta que finalmente a uno le surge es si los problemas son normativos o de capacidad 
instrumental. Si hay un problema de preparación para poner en vigencia el código que se diga 
directamente, pero no vayamos a un debate legislativo cuando en realidad el problema que hay —si es 
que lo hay- es que no se está en condiciones de comenzar su aplicación. Hasta ahora no he 
escuchado posiciones en ese sentido, sino más bien argumentos de que la cuestión está en manos de 
la legislación. Bueno, el Poder Legislativo hizo, en tiempo y forma, todo lo que había que hacer, de 
acuerdo con una coordinación con el Poder Ejecutivo, con el Poder Judicial y la Fiscalía de Corte. 
Entonces ahora, para dar un paso atrás y seguir postergando tendría que haber argumentos de mucho 
peso, por lo menos en lo que hace a mi opinión. 


Gracias. 


SEÑOR HEBER.- En la misma dirección de lo que han mencionado la señora senadora Payssé y el 
señor senador Mieres, quiero decir que nosotros tres y eventualmente el presidente tuvimos 
participación en las conversaciones mantenidas en la Torre Ejecutiva sobre el Código del Proceso 
Penal. En un momento de ellas, sobre su puesta en vigencia fue el fiscal general que propuso que el 
nuevo código se comenzara a aplicar en febrero, y fue la Suprema Corte de Justicia que pidió seis 
meses más para su adecuación. En esta instancia, es el fiscal que nos propone postergarla ya. Me 
afilio a la tesis del señor senador Mieres en cuanto a que podemos trabajar en comisión, si es del caso, 
una hora más —para que no se acumulen los otros proyectos— para resolver el tema de la libertad 
condicional, las modificaciones que la Suprema Corte de Justicia nos ha enviado así como también lo 
que ha propuesto de manera informal el fiscal de modo tal de ver si no llegamos al 17 de julio. Creo 
que podríamos hacer un esfuerzo en este sentido. No me parece que podamos generar mucha 
discusión sobre propuestas que de alguna manera están adecuando el Código de Proceso Penal. No 
he tenido oportunidad de analizar el anteproyecto de ley —que creo que tiene 98 artículos— pero me han 
dicho que ahí está toda la adecuación de la justicia que se les implanta a los menores adolescentes. 
Entonces, podríamos separar claramente los artículos que corresponden al Código del Proceso Penal 
para adolescentes de modo tal que una vez que estemos de acuerdo con el proyecto que tenemos que 
modificar sobre el Código del Proceso Penal inmediatamente después nos aboquemos al estudio del 
Código del Proceso Penal para adolescentes. 


Creo que la intención del señor senador Michelini era determinar la metodología de trabajo y 
me parece que antes de decir que hay que postergar tenemos que ver si es factible cumplir con el 
compromiso que todos los partidos políticos acordamos. Pensamos que solamente otro acuerdo 
político habilitaría la postergación de algo que ya fue acordado si llegamos a la conclusión de que no 
tenemos tiempo para modificarlo. 


Repito: separemos el Código del Proceso Penal para adolescentes de modo tal de que 
después de julio y llegada esa instancia podamos perfectamente abocarnos a su estudio. Creo que 
debemos esforzarnos durante este mes trabajando en forma sostenida hasta el 17 de julio. Tengamos 
presente que debemos darle tiempo a la Cámara de Representantes para que analice el tema. 


(Dialogados). 


—Bueno, hagamos el esfuerzo y si mañana la Cámara de Representantes nos dice que no 
llega postergaremos el tiempo que necesite dicho Cuerpo. Me parece que la postergación no tiene que 
ser a priori. Lo que no me gustó de todo este proceso es que ya se nos dice que no llegamos y que 
tiene que ser en noviembre, y después va a pasar lo mismo. A nuestro entender tenemos que avanzar, 
apurar a la Cámara de Representantes para que trate este tema y si llegado el caso tenemos que 
postergar lo haremos en función de lo que necesita la Comisión de Constitución, Códigos Legislación 
General y Administración de la Cámara de Representantes para estudiar estas modificaciones una vez 
que lo resolvamos en el Senado. 


Propongo que trabajemos en la comisión como propone la señora senadora Payssé sin 
versión taquigráfica como para poder intercambiar opiniones una hora o dos horas —como acuerde la 
mayoría—, estudiar los artículos y si precisamos un asesoramiento mayor conseguirlo particularmente, 
sin audiencias ni nuevas instancias de discusión que ya las hemos tenido en tiempo y forma. Creo que 
sería positivo que cada uno conscientemente consiga el asesoramiento que crea conveniente y de esa 
forma podamos avanzar durante el mes que tenemos por delante. Si podemos votar la Rendición de 
Cuentas en cuarenta y cinco días, creo que perfectamente en el mismo tiempo —aunque no nos 
reunamos todos los días— podemos estudiar 98 artículos. En lo personal no me asusta, sobre todo 
teniendo presente que varios artículos —creo que son unos cuantos— corresponden al Código del 
Proceso Penal de adolescentes. 


SEÑOR MIERES.- Son 25, señor senador. 


SEÑOR HEBER.- Si son 25 o 30 estamos hablando de 60 artículos que en un mes los podemos leer y 
cada uno de los senadores de la comisión podemos asesorarnos debidamente como para poder votar 
a conciencia. Si hay normas que en algunos casos contradicen o le da mayores potestades a la 


Fiscalía de las que ya le dimos, aviso que no estoy de acuerdo. Entonces, de esta forma voy a tener la 
posibilidad de leerlos, estudiarlos y votarlos. 


En relación con la invitación que nos hacía el señor senador Michelini —me pareció entender 
que él tampoco estaba de acuerdo en postergar todo a priori, desde ahora—, estamos dispuestos a 
hacer el esfuerzo porque el cumplimiento es parte de la tarea que tenemos que realizar desde el punto 
de vista legislativo. El 30 de mayo podríamos empezar a trabajar y luego leeríamos la versión 
taquigráfica como para poder opinar. Pienso que ese día nos tendríamos que dedicar a estudiar con 
urgencia los dos temas y contar con un repartido. Me aclaran que ya está el repartido, por lo que 
estimo que podemos empezar a trabajar a un ritmo tal que antes de julio podríamos tener un proyecto 
con las modificaciones que entendemos deben introducirse. 


SEÑOR MICHELINI.- Respecto al plazo, fui uno de los de mi bancada que planteé que la fecha debía 
ser febrero de 2018. Yo perdí porque los involucrados —la Suprema Corte de Justicia y el fiscal de 
corte— hablaron de que el plazo tendría que ser en 2017, en la fecha que se acordó. Hoy podría decir 
que yo tenía razón pero eso no es lo importante; lo peor ahora es que erosionemos la palabra de 
todos, lo que no quiere decir que quizás haya que dar algo más. Nos tenemos que poner de acuerdo, 
en primer lugar, en cuáles son los cambios propuestos que resultan imprescindibles. El señor senador 
Mieres hablaba de la libertad condicional. Entonces, el próximo martes podemos venir y decir que de 
todo esto hay cuatro temas que son imprescindibles; después hay dos o tres que tendríamos que 
implementar este año y luego hay otras que podría mandar como iniciativa el Poder Ejecutivo o los 
propios parlamentarios. Entonces, las iniciativas que planteen el Poder Ejecutivo o los parlamentarios, 
no estarán en debate. Las que son imprescindibles, tendríamos que tratarlas rápidamente y las que 
tenemos que considerar este año, más allá de la fecha, habría que ver qué cauce les damos. 


El señor senador Mieres decía que quizás haya un problema vinculado a la instrumentación. 
Creo que hay mucho de eso porque los fiscales querían ir al sistema acusatorio —que está en todo el 
mundo y en el que adquieren mucha fuerza y prestigio, lo que está muy bien— pero cuando viene la 
responsabilidad y surgen todos los detalles y los problemas, siempre viene bien algún día más para 
adaptarse. El senador Mieres decía que si hay algún problema de instrumentación, que lo digan. A mí 
entender no precisan decirlo porque estoy seguro que esos problemas los van a tener ahora, en 
noviembre o en diciembre, ya que se trata de una reforma muy fuerte. 


Si nosotros nos ponemos de acuerdo en lo imprescindible, si acordamos un mecanismo para 
lo necesario, en el ámbito de la comisión veríamos los plazos parlamentarios y los consensos políticos. 
En cuanto a la fecha, no quiero adelantarme porque también tenemos que ser pragmáticos y 
considerar siempre que el código tiene que entrar. Si acá hay alguien que piensa que podemos ir de 
postergación en postergación, no cuenten conmigo, a pesar de que fui quien dijo que esto debería 
hacerse pensando en febrero de 2018. Si contáramos con un mes o algunas semanas más lo veríamos 
con otra perspectiva, pero si es el último plazo estaría dispuesto a analizarlo; si por el contrario, se 
pretende ir de postergación en postergación, solo lograremos frustrar algo que si no sucede ahora, no 
lo hará más. Lo digo porque además contamos con los recursos. 


Inclusive, agrego —adelantándome a algo que no debería decir, pero ya me conocen- que el 
tema de los dos jueces tiene un aspecto presupuestal y aunque sea algo menor no podemos acarrear 
problemas de este tipo que todavía no hemos resuelto por la vía correspondiente. Esto no quiere decir 
que si la vida nos hace tener esta responsabilidad más adelante uno no abogará para que el sistema 
cuente con todas las garantías necesarias. Sin embargo, ahora le estaríamos poniendo al barco más 
carga de la que puede soportar. 


No nos adelantemos. Creo que el próximo martes podemos venir a la hora de siempre, pero 
no podemos traer a los diversos responsables; vamos a tener que decidir políticamente qué es lo que 
queremos: «esto sí, esto no y aquello jamás». Capaz que hay quienes se quieran quedar con todo y 
otros con nada, pero hay que ver si nos podemos poner mínimamente de acuerdo como para articular 
el texto rápidamente. Después veremos las fechas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otra consideración, concluimos en que el próximo martes, a la hora 
de siempre, convocaremos a la sesión ordinaria de la comisión para tratar como único tema la 


modificación a la ley del Código del Proceso Penal y trabajaremos sobre la base del comparativo 
distribuido con la lógica que acaba de resumir el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- La señora presidenta me había encargado que analizara el tema del estatuto de 
los funcionarios no fiscales de la Fiscalía General de la Nación, que es el punto que figura hoy en 
cuarto lugar. Debido a que el próximo martes tendremos un único punto, no va a figurar el que acabo 
de mencionar, pero quiero adelantar que haré algunas consultas con los otros partidos para ver si en 
algún momento —cuando sepamos cuál es el camino sobre el tema a tratar y si no hubiera problema— lo 
podemos ubicar en algún orden del día del mes de junio a fin de resolverlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede ser el día 4 de junio. 


SEÑOR MICHELINI.- Podría ser, señor presidente. Lo que quiero decir es que no estoy en falta sino 
que la comisión está definiendo otras prioridades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 16:08). 
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